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Pueblo y buen gobierno en el actual 
derecho internacional 

Miguel Ángel Marlín López 

DOCrüR EN DERECHO INTERNACIONAL 

E s una afirmac ión innegable en el actua l dere­
c ho internacional q ue la noción de pueblo tiene 
un a lcance ju rídico muy lim itado. 
En este sen tido , por ejemplo, el emin ente profe­

so r Prosper Wei l considera que la noc ión de pueblo no 
pasa de tener una exis tenc ia meramente efímera, se limi­
ta a ser la prefiguración del Estado 1 • Y, en reali dad, ello 
se cons tata claramente si observamos la eficac ia de l de­
recho de autodeterm inación de los pueblos, un derecho 
bien asentado y consolidado en derecho internacional y, 
como vemos, predicado en exclus iva pa ra los pueblos. 
Como se sabe, es te derecho permite úni came nte q ue Jos 
pueblos sometidos a do mi nac ión co lo ni al pasen a li be­
rarse ele ese yugo constituyéndose en Estado , pero en 
ningú n caso permite que los pueblos tengan un derecho 
de secesión de un Estado ya formad o. 

Por tanto , es necesario partir de la base de qu e 
la cond ición ju ríd ica de l Estado se superpone a la de 
pueblo. El Estado es e l único que se mani fi es ta y al que 
se im putan de recho y obligacio nes en derecho interna­
cional, siendo irrelevan te la s ituac ión del pueblo , e l cual, 
a lo sumo, queda reducido a ser uno de los elemen tos 
constitutivos, jun to a l terl'i torio y al gobie rno, del Esta­
do '. 

Con la adopción de la Carta de las Naciones Un i­
das en 1945 se daba la impresión de que los pueblos iban 
a tener un mayor peso específico en el orden in ternac io­
na l. Su prólogo, como es co noc ido, empezaba señ alan­
do "nosotros los pueblos de las Naciones Unidas", pero 
la realidad es que, según la opin ión mayori taria , el pape l 
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profesor Ruiloba Santana, en un interesante estud io pu­
b! icado en 1979, se percataba de que en la práct ica se 
es taban realiza ndo numerosos textos in ternac io na les en 
los que se e ludía la referencia al "Es tado", uti lizando el 
vocab lo "pueblo" . Y e ll o se deb ía , seguía seña lando este 

profesor, a la deliberada intención de otorga r la ti tulari ­
dad de determ inados derechos más bi en al pueblo que al 
Estado1 . Este es el caso, por ejemplo, de la resolución 
I803(XV IIJ ) aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1962 sobre el 
derecho de los pueb los sobre sus riqu ezas y rec ursos 
natu rales o la Carta de derechos y deberes económicos 
de los Estados aprobada por la resol ución 3281 de la 
Asamblea General de las Naciones Un idas el 12 de di­
ciembre de 1974. 

No hay que ser muy perspicaz para entender que 
la razón de ello reside fu ndamenta lmente en poner cau­
telas fre nte a un gobiemo poco responsable ante las ne­
cesidades de su poblac ión. De hecho, esta es una parce­
la que deberá ser en el futuro objeto de ava nce en el 
derecho internac ional. 

Así un ejemplo paradi gmáti co en el que queda 
patente esta situación de necesidad de atención juríd ica 
es el caso de la ll amada deuda externa odiosa, es deci r, 
aquella deuda contratada, según el profesor Menon, por 
un Estado en contra de los intereses de la población' . 
Ello ha ocu rrido, como es sabido, con cierta frecuencia, 
y son con oc idos los créd itos que fueron contraídos pa ra 
financia r proyectos fa raóni cos imp rodu ct ivos o para 
enriquecer a las elites gobernantes y en los que ha que­
dado una carga gravosa cuyo pago, como es lógico, recae 
sobre la poblac ión. Naturalmente, aq uí también un mí­
nimo sentimiento de justi cia rec lama la ileg itim idad de 
la deuda . De hecho , puede encontrarse, al menos en la 
prácti ca, algu nos pronunciamientos en este se ntido, 

cun1u por tjt mplll un tuuao arOllrat ·en el que el presJden­
te de la Co rte Suprema de Estados Unidos declaró que 
los préstamos conced idos al pres idente Ti noco de Cos ta 
Ri ca por un banco ca nad ie nse son nulos , pu es no se r­
vían a los intereses de ese país sino al interés de un go­
bi erno' . 

1 WEIL. P .. ;.Le t..lroit intcrn ationnl en quCtc de son idcnli té. Cours genera l de droit intcrnational public". RC'fueil dt•s [ @rS dt' /'A('ar/t'mie de Droi1 
lntem ntimw l d t! la 1/nyt•, vol. 237, ( 1992), p. 126 . 

: Evidentemente, esta idea de predominio del Estado sobre el pueblo era extrema en el derecho internaciona l clásico. Fijémonos que. en ausencia a\Ín 
del reconocimi ento de los derechos rund;¡mcntnlcs de la persona humana, el Estado tenía que vcl:tr, al menos. por el ll amado standard mínimo de los 
extranjeros , sin que tuviera obligac ión alguna en este sentido con respecto a sus propios nac i on:~ l cs . 

J RUILOBA SANTANA. E. , "Un a nueva categoría en el ¡nmorama de 1<1 subjetiv idad in tc rn:~c i ona l : el concepto de pueblo" . f .,·wdius dt! /Jaedw 
hu1•mari01wl. Homenajt• al pmfe.mr Miaj a de fa Nluda. Madrid, vol. 1, !979, p. 319. Vbsc t :~mb i én RIGA UX. F.. "Le droit des pcuplcs", Mélmrgcs 
Fnmmd /Jt:lrou.\ ,\"t!, Paris. cd. Prdonc, 1970. pág. 89 y ss. 

J Citado en ATI ENZA AZCONA. Jaime: Ln dcudn tL\'leftl f l del 1111111do en df.mrroUo. Madrid, 2002. cd .. p. lúO. 
s T:unbi ~ n citado cu ATIENZ.r-\ AZCONA . J., op. rit., p. 16 1. 
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La preoc upación por la suerte de la pob laci ón 
ante actos irresponsabl es del Es tado tamb ién quedó pa­
tente, en cierta manera , en el proyecto de artícul os so­
bre la responsabil idad in ternacional del Estado aprobado 
en primera lectura por la Comisión de Derecho Interna­
ci onal ' , al estab lecer el párrafo tercero de su artículo 42 
que la reparación que debe un Estado por haber cometi ­
do un ilícito in ternaciona l no podrá privar en ningún caso 
a una poblac ión de sus propi os medios de subsistencia. 
Natura lmente, aquí subyace también la lógica del arg u­
mento que venimos defendiend o: el am paro de una po­
blación ante normas in ternacionales pensadas en exclu ­
siva en un concepto abstracto de Es tado . 

No obsta nte, como es sab ido, el tex to resu ltante 
ele la segund a lec tura de l proyecto de artículos ' ha 
obviado cualquier referencia a esta li mit ación del dere­
cho de reparación. Ni que deci r tiene que conside ramos 
que este ol vido no es adec uado. 

Otro ámbi to en el que ha de queda r de mani fies­
to la necesa ria protecc ión deb ida a la poblac ión es en el 
supuesto del llam ado "Cr imen de Estado". Co mo ya in ­
dica mos en un trabajo antcrior8 ~ es ta categoría de cr i­
men no tiene encaje en el derec ho internac ional, pero 
precisamente debido al hecho de que ta l considerac ión 
lleva consi go considerar también crim inal a la población. 

Aunqu e, como también señalábamos, había que 
reconocer que de hecho esta cons ideración criminal ocu­
rría , tod a vez que de hec ho quien sufre o padece las 
consecuencias de la com isión de ilíci tos graves contra 
el de recho internaciona l es la población. Ciertamente, 
los efectos de las sa nciones in ternacionales recaen so­
bre la población, el ejemplo de Jraq ha sido claro al res­
pec to. 

Afortunadamente , aquí el derecho in ternac ional 
pa rece que está comenza ndo a tomar conciencia de la 
necesidad de proteger al pueblo en es te caso. Como es 
bien co noci do, la dec larac ión sobre la Cumbre del Mileni o 
afirma expresament e que deben lim ita rse los efectos so­
bre la pob lació n de las sanciones. 

En realid ad , sobre qu ie nes han de recae r los efec­
tos de las sanciones ha de ser los componentes del go­
bierno responsables del il ícito. As í ya se puso de man i­
fi es to en la imposición ele sanc iones a Iraq, limitando las 
sa lid as y congelando los bi enes en el extranjero de los 
dirige nt es iraquíes con mucho más éx it o que las ot ras . 
A es te res pecto, la doctr ina es tá comenza ndo a llamar a 
estas sanciones como "in teligentes" o "Smart sancti ons" 
en la ex pres ión inglesa. 

Pero no solo en el caso de las sanciones debe-

rían reg ir es tas limitaciones. También ha de serlo en el 
caso el e las represa lias. Sobre la base de l anter ior pro­
yecto de artfcu los sobre la respo nsabi lidad internac ional 
del Es tado, el adoptado en 1 996, podría encontrarse a l­
guna argumentación j uríd ica a favor de conside rar pro­
hibidas aque llas que con llevan un padec imiento ex tremo 
de la poblac ión. Este era el caso de l pun to b de l art ículo 
50 que co nsidera ba prohibidas las cont ramedid as que 
supusieran medidas de presión conómica o po i írica ex­
tre mas di rigidas a atentar co ntrn In in tegri dad terri tori al 
o la independencia polít ica del Estado que ha cometido 
el hecho internac ionalmente ilíci to. En e l nuevo tex to , 
como se abe, se e lude tal re fe rencia. 

Evidentemente , las áreas ck l derecho intem aci o­
nal en las que pu ede ser apli cado esta di mens ió n el e pro­
tecc ió n de l pueb lo ant e los ac tos de su go bi e rn o so n 
múlti ples. S irva n úni ca mente como mue tTa. 

' in c'!uda , la base jurídi ca en la q ue debemos jus­
tificar estn pro tecció n debe e ncon trarse en el párrafo 
tercero del án ícul o 21 de la Declarac ión Uni versal el e los 
Derec hos Hu manos, apro bada por la Asam blea General 
de las Nac iones Uni das e l 10 de diciembre ele 1948, el 
cual, co mo es conoc ido, es tab lece explíc it ame nt e que 
"la vo lu ntad de l pueblo es el fund amento de la autoridad 
de los poderes públ icos". 

PerO<lli observamos la rea li dad internacional , es ta 
regla queda co ntradicha . Tomemos co mo ejemplo il us­
tra tivo la encues ta de l Estudio de l Mi lenio de Ga llup In­
tern ac io nal en la que se pr·eguntaba a personas ele más 
de sesenta países si e l ·uyo estaba gobernado por la vo­
lu ntad del pueblo, dando por res ultado que me nos ele un 
tercio de las respuestas fue ra a t'irrna ti va y contes tando 
so lo una de cada diez que su gob ierno obedecía a la vo­
lun tad del pücbl o' . 

Es tos elatos, lóg icamente, de mues tran in sat isfac­
ción, máxime cua ndo ya es tá bien clernost ra cl o que la 
base del cl esnrroll o y del éx ito el e la lucha contra la po­
breza e encuentra en el concepto de "bu en gobie rno". 
Corno señal a el Programa de las Naciones Uni das pa ra e l 
Desa rroll o, en uno el e sus info rmes sobre e l desa rro ll o 
hum ano, "so lo co n buen gobie rn o pode rn os enco ntrar 
solu c iones a la pob reza. la des iguald ad y la inseguri ­
dad'"0. 

En consecuencia , elevar al " buen gobierno" como 
derecho de los puebl os reconocido por e l orden juríd ico 
internac ional es, sin duda, deseab le. Cie rta me nte , hay 
ejem pl os sangrantes que lo rec lam an, corno es e l caso 
de Corea del Norte , donde la mitad de la población sufre 
de ha mbre c ró ni ca " mi ent ras que su go bi e rn o se 

~ Como es conoc ido, el relator especia l fu e el profesor Gaetano Arangio Ruiz. 
1 Cuyo rclmor especial ha sido el profesor James Crawford. 
1 MARTÍN LOPEZ, M. A., "El Estado y los crCmcncs con lr <~ la pa z y la seguridad de In humanidad". Ámbiw.~· 7. (2002). pp. 100 y ss. 
q Cíw.do en el In forme sobre el Desarrol lo Humano del PN UD de 2002. profundizando In democracia en un mun(IO fragmcn taUo. www.undp.org. 
10 Uni tcd Nations Ocvclopmcnt Progr:m1. GovcrnaJKl' Policy Pitpcr. www.magnct.undp.org 
11 El E.l'ltuln drl ,lj'/wuio 2003, Madrid. 2002, p. 271. 
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invol ucra, como está consta tado, en la guerra del an ti­
guo Za irc en busca de uran io para su programa nuc lea r. 
Aunqu e cla ro qu e en los t iempos que co rren hay que 

dej ar bien cl aro que el lo no puede ser excusa a usos de la 
fuerza contrar ios al derecho in ternacional y, en realidad , 
en perju ic io del pueblo". 

u Nnturíl!mentc, es ta Ult ima frase ha sido rcalizn da teniendo en cuenta primordialmente el rec iente uso de la fucmt en lraq. 


